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I. Resumen 

 
1. Esta solicitud urgente se refiere a la situación del pueblo indígena Térraba 
(también conocido como Teribe) de Costa Rica y se presenta respetuosamente al 
Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (“el Comité”) bajo su 
procedimiento de alerta temprana y acción urgente. Ésta se presenta por cuatro 
organizaciones del pueblo indígena Térraba, una organización indígena nacional, y 
una ONG internacional (“las organizaciones peticionarias”).1 
 
2. De acuerdo al último censo oficial, el pueblo Teribe tiene una población de 
aproximadamente 750 personas. En 1956, se les otorgó el título a parte de su 
territorio tradicional. Sin embargo, en el 2004, este título fue modificado y reducido 
considerablemente sin notificación o consulta alguna, eliminando el Río General, 
caminos y carreteras, la tierra utilizada por servicios del Estado (por ejemplo, 
escuelas), y nacientes de agua. Esto causó la fragmentación del área titulada en una 
serie de bloques discretos. Actualmente, cerca del 90 por ciento de esta área titulada 
está ocupada ilegalmente por personas no indígenas con aprobación tácita o formal  
del Estado. Como se discute posteriormente, el Comité ha expresado anteriormente 
su preocupación sobre esta misma situación en dos ocasiones.   

 
3. Además, Costa Rica, a través de su empresa eléctrica estatal, tiene la intención 
de construir una represa hidroeléctrica (“La Represa del Diquís”) que inundará al 
menos 10 por ciento de las áreas tituladas del pueblo Térraba (ver Anexo 2, Imagen 2, 
mapa del área que será inundada), así como la privación permanente del uso y goce 
de estas tierras. Si se construye la Represa del Diquís de la manera propuesta, 
también inundará un gran número de sitios de valor sagrado, cultural y arqueológico 
del pueblo Térraba. Estos incluyen sitios de fundamental importancia para su 
identidad, integridad cultural y libertad espiritual y religiosa, incluyendo cientos de 
cementerios y aspectos geográficos que se consideran “pilares de la existencia e 
identidad de Térraba”.  

 
4. No ha habido consulta ni participación de los Térraba en relación a la Represa 
del Diquís, la cual ha sido denominada “de alta prioridad” por el Presidente de la 
República y el Ministro del Ambiente para la obtención de permisos ambientales y 
otros.2 Este es el caso, que a pesar de haber hecho muchas solicitudes de 
                                                
1  Las organizaciones son descritas en el Anexo 1.  
2  The lack of consultation and participation is confirmed in studies jointly undertaken by faculty from 

the University of Florida and the University of Costa Rica. See H. Needleman, K. Patterson and S. Di 
Lucca, The Proposed PH Diquis and its compliance with International Law, 23 July 2009.  
Available at: http://www.law.ufl.edu/conservation/costarica/spotlight/diquis.shtml. These studies 



participación e incluso grandes protestas organizadas por los Térraba para visibilizar 
su exclusión en la toma de decisiones.3 Particularmente, sus solicitudes de tener la 
oportunidad de participar en la toma de decisiones han sido rechazadas, por oficiales 
Estatales, por ser prematuras, esta posición ha sido aprobada por la Sala 
Constitucional de la Corte Suprema.4  Esto ha sucedido a pesar de que ya se ha 
construido infraestructura, incluyendo caminos, una bodega para maquinaria pesada, 
y la actual construcción del alojamiento para un estimado de 3,000 trabajadores y 
sus familias.5 También se ha iniciado la excavación de túneles que se utilizarán para 
la represa y se han dado concesiones en tierras ocupadas actualmente por los 
Térraba, que están fuera del área titulada, para extraer materiales para la 
construcción de la represa del Diquís. 
 
5. Los impactos de un aumento poblacional tan grande (potencialmente más de 
9,000 personas si se incluyen las familias de los trabajadores) sobre el pueblo 
Térraba es difícil predecir en este momento. Evidencia de situaciones similares en 
otros lugares, refuerzan la probabilidad de los impactos sustanciales, negativos y 
multigeneracionales. 6 Además, hay una amplia creencia que el Estado no está 
preparado para afrontar el gran impacto negativo, ni tiene la capacidad de 
controlarlos y mitigarlos efectivamente. No se han realizado estudios de impacto 
ambiental y social para las actividades mencionadas en éste párrafo y el anterior. Si 
éstos se han realizado, los Térraba ignoran su existencia y su derecho de participar en 
estos estudios no ha sido respetado. También han sido negados su derecho a 
participar en relación al estudio de impacto ambiental global de la Represa del 
Diquís. 

 
6.  La situación descrita amenaza con daños serios e irreparables al pueblo 
Térraba y cumple con los criterios para ser considerado bajo el procedimiento de 
alerta temprana y acción urgente.7 Además de ser una “invasión seria y a gran escala 
de las tierras tradicionales de los pueblos indígenas … [incluyendo] para el propósito 
de explotación de los recursos naturales”, también representa una situación que 
amenaza la supervivencia cultural e inclusive física del pueblo Térraba, dada su 
pequeña población, y la probabilidad de impactos negativos y sustanciales en su 
posibilidad de mantener relaciones múltiples con sus tierras, y la invasión masiva, 
ilegal y abierta de sus tierras por parte de foráneos.8 Esto representa una situación 
grave que requiere atención inmediata para prevenir o limitar la escala o número de 
violaciones serias a la Convención” y para reducir el riesgo de mayor discriminación 

                                                                                                                                       
analyse international environmental laws and some human rights principles and conclude that the 
Diquis project has failed to comply with applicable norms to-date. 

3  On 6 October 2009, more than 150 Térraba and others marched along the inter-American highway 
demanding respect for their right to participate.  They marched all the way to the municipality of 
Buenos Aires, more than 13 kilometres from Térraba territory.  ICE employees filmed and shouted 
at them in Buenos Aires causing a confrontation that required intervention by the police.  See ‘Costa 
Rica: Popular March, for Dignity in the South’ (containing an account and pictures of the march and 
confrontation). Available at: http://linksunten.indymedia.org/node/12391.   

4 See ‘Indigenous Peoples Sidelined in Plans for Dam’, Inter Press Service 27 May 2009. Available at: 
http://ipsnews.net/news.asp?idnews=47000.  

5  Instituto Costarricense de Electricidad, Proyecto Hidroeléctrico Diquís – Generalidades de la 
Obra. Available at: 
http://www.grupoice.com/esp/ele/infraest/proyect/icelec/proy_diquis_infgen.htm. 

6  See inter alia Dams, Indigenous Peoples and Ethnic Minorities. World Commission on Dams, 1999. 
7  See inter alia D. Moscovici & C. Wenger, ‘Planning for Scale. Plan Puebla Panama and the Diquis 

Hydroelectric Project’, Panorama, University of Pennsylvania, 2009, at p.63 (confirming the high 
probability of “irreversible local impacts” on indigenous peoples and the environment).  Available 
at: http://www.design.upenn.edu/files/panorama08-13_Moscovci.pdf.  

8  See Committee on the Elimination of Racial Discrimination, Guidelines for the Use of the Early 
Warning and Urgent Action Procedure, August 2007, at p. 3, para. 12.  



racial. 9  Las organizaciones peticionarias solicitan, respetuosamente, que el Comité 
considere la situación descrita en la presente bajo su  procedimiento de alerta 
temprana y acción urgente en la 77° sesión (ver párrafo 49 para el detalle de la 
solicitud).   

 
II.  El Pueblo Térraba: Una existencia amenazada 
 
7. Existen ocho pueblos indígenas en Costa Rica que representan 
aproximadamente un 1.68 por ciento de la población nacional.  Como se menciona 
anteriormente, el pueblo Térraba tiene una población de alrededor de 750 personas, 
aproximadamente uno por ciento del total de la población indígena del país. Viven en 
4 comunidades principales (Térraba, Bijagual, Ceibón, San Antonio y San Cristóbal)  
y una serie de asentamientos pequeños en la provincia de Puntarenas. Una de sus 
principales comunidades, Macho Monte, se encuentra fuera de las áreas tituladas y 
no tienen ninguna seguridad en la tenencia de sus tierras tradicionales. Se han dado 
concesiones en estas tierras para extraer materiales de construcción para la represa 
del Diquís sin ninguna participación de los residentes de estas comunidades en la 
toma de decisiones.  
 
8. Debido a generaciones de políticas y prácticas asimilacionistas, solamente el 
0.7 por ciento de los Térraba habla su propio idioma y su habilidad de transmitir su 
cultura a las futuras generaciones se ha visto comprometida. A pesar de que Costa 
Rica reconoció constitucionalmente los idiomas indígenas en 1999, todavía debe 
adoptar medidas suficientes para apoyar a los pueblos indígenas a mantener y/o 
revitalizar sus idiomas y herencia cultural. Al mismo tiempo, continúa realizando 
actividades, como la Represa del Diquís, que puede tener severas consecuencias 
negativas para la cultura y el bienestar de los pueblos indígenas.  

 
9. La economía tradicional de los Térraba se basa en la subsistencia, 
principalmente utilizando los recursos de sus bosques y aguas. En la década de 1970, 
el Estado promovió la conversión de los bosques a tierras de agricultura y pastoreo, 
por lo que mucho del bosque de los Térraba se perdió. Su habilidad para practicar y 
beneficiarse de su economía tradicional se redujo drásticamente en los años 
siguientes poro la ocupación de sus tierras por no indígenas. Actualmente, les niegan 
la posibilidad de practicar y beneficiarse de su economía tradicional y han sido 
forzados a participar en la economía del dinero. En síntesis, se les ha negado 
cualquier seguridad sobre sus medios de subsistencia.  

 
10. Una consecuencia de la destrucción de la economía tradicional de los Térraba 
es que su región tiene los mayores índices de pobreza del país. Por ejemplo, en el 
2007, el porcentaje de hogares en pobreza extrema era 19.3 por ciento, mientras que 
a nivel nacional esta era de 3.3 por ciento.10 En este sentido, en el 2007 el CERD 
observó que en el 2007 la pobreza extrema entre los pueblos indígenas era un 
problema a nivel nacional “en esos territorios sólo el 7,6 por ciento de los indígenas 
tiene sus necesidades básicas atendidas.” 11 Recomienda medidas de remedio para 
asegurar que los “indígenas [no] se vean obligados a abandonar sus territorios 
ancestrales en busca de mejores oportunidades.12 La pérdida de más tierras por la 
Represa del Diquís exacerbará esta seria y desigual situación.  

                                                
9  Prevention of Racial Discrimination, including early warning and urgent procedures: working 

paper adopted by the Committee on the Elimination of Racial Discrimination. UN Doc. A/48/18, 
Annex III, at para. 8-9. 

10   Estado de la Nación, Estadísticas Sociales. Pobreza 2006-2007. Available at: 
http://www.estadonacion.or.cr/Compendio/soc_pobreza06_07.html.     

11   Costa Rica: CERD/C/CRI/CO/18, 17 August 2007, at para. 12. 
12   Id. 



 
11. La existencia y el bienestar del pueblo Térraba como una cultura distintiva y 
entidad territorial está severamente amenazada. Es cuestionable si tendrán la 
capacidad de sobrevivir como un pueblo distintivo en lo que queda de este siglo sin 
una intervención y protección urgente. Esta solicitud, respetuosamente, busca esta 
atención urgente e insta al Comité a actuar inmediatamente para ayudar a Costa Rica 
a cumplir con sus obligaciones en el marco de la Convención Internacional para la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (ICERD).  
 
III. Negación de los Derechos Territoriales, Invasión y la 

Amenaza de un Daño Irreparable. 
 
A. El Marco Legal Nacional: Una Falla Continua y Persistente para 

Respetar y Proteger Adecuadamente los Derechos de los Pueblos 
Indígenas a Poseer y Controlar sus Tierras, Territorios y Recursos 
Tradicionales.  

 
 
12. A pesar de que Costa Rica aprobó la Declaración de la ONU Sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas del 2007 y es parte de una serie de convenciones 
internacionales que garantizan los derechos de los pueblos indígenas, incluyendo el 
Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, su principal ley sobre los 
pueblos indígenas sigue siendo la Ley Indígena de 1977. Esta ley, inter alia, establece 
que las reservas indígenas (aquellas áreas tituladas a los pueblos indígenas que por lo 
general no abarcan el territorio tradicionalmente poseído) son inalienables, 
imprescriptibles, no transferibles y exclusivas para los pueblos indígenas.13 A pesar de 
tener esta garantía, la ocupación ilegal y masiva de las tierras indígenas es una 
práctica común en Costa Rica. Como los Térraba, donde más del 88 por ciento de la 
reserva está ocupada ilegalmente, la gran mayoría de estas reservas son ocupadas 
abierta e ilegalmente por foráneos.14  El comité, en más de una ocasión, ha expresado 
una seria preocupación sobre esta ocupación ilegal de las tierras indígenas en Costa 
Rica  y específicamente en el 2007 ha identificado a Térraba como una situación en la 
cual se requiere atención en este tema. 15 

 
13. En ocasiones que los pueblos indígenas han buscado aplicar las protecciones 
de sus tierras tituladas dadas por la Ley Indígena, las soluciones son negadas debido 
a una ausencia de una reglamentación que especifique medidas y sanciones. De esta 
manera, la ocupación ilegal de las tierras indígenas se mantiene impune. En raras 
ocasiones que los pueblos indígenas prevalecen, los fallos no son implementados o 
solo de manera parcial. Como es señalado en las observaciones finales del Comité en 
el 2007, esto incluye la falla de implementar las decisiones de la Sala Constitucional 
de la Corte Suprema de Justicia,  defendiendo los derechos colectivos y a la propiedad 
de los pueblos indígenas. 16  

 
14. En 1982, la Ley Indígena fue modificada por el Código de Minería, el cual 
eliminó la co-propiedad  de los pueblos indígenas y el Estado a los recursos del 
subsuelo.17 Esto convirtió al Estado el único propietario de todos los recursos del 

                                                
13   Ley Indígena, N° 6172 of 29 November 1977 (as amended), Art. 3. 
14  G. Berger, M. Vargas & J. Carlos, Perfil de los Pueblos Indígenas de Costa Rica. San José, Costa 

Rica, 2000.  
 
15   Costa Rica: CERD/C/CRI/CO/18, 17 August 2007, at para. 15. See also Costa Rica: 

CERD/C/60/CO/3, 20 March 2002, at para. 11 
16   Costa Rica: CERD/C/CRI/CO/18, 17 August 2007, at para. 15. 
17   Mining Code, Law N°6797, 4 October 1982, Article 6.  



subsuelo en el país, incluyendo aquellos pertenecientes a los territorios indígenas. 
Esta toma de decisiones se dio de manera unilateral sobre los derechos de los pueblos 
indígenas los recursos del subsuelo se tomó sin ninguna consulta, debido proceso o 
compensación.  

 
15. La Ley Indígena, nominalmente reconoce y protege las estructuras 
comunitarias tradicionales y sus procedimientos (u otras entidades escogidas 
libremente por los pueblos indígenas). Sin embargo, menos de un año después de 
haber sido adoptada esta ley, estas entidades indígenas fueron abolidas por el 
Decreto 8489 de 1978 y fueron reemplazadas por las Asociaciones de Desarrollo 
Integral (“ADI”), la forma de gobierno local utilizada en todo el país. Las ADIs son, 
por ley, entidades oficiales del Estado y las ADIs indígenas “representan” y gobiernan 
cada territorio indígena. Este es el caso a pesar de que estas son estructuras foráneas 
que no toman en cuenta las tradiciones y costumbres de los pueblos indígenas, en 
muchos casos son percibidas por la mayoría de los pueblos indígenas de no estar 
acreditadas, no son representativas y no rinden cuentas.18  También, este es el caso de 
la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas (“CONAI”), la entidad Estatal de 
coordinar las ADIs en los territorios indígenas.  Como menciona el CERD en el 2007, 
la CONAI ha “no ha representado los intereses de los pueblos indígenas, y que, como 
lo reconoce el Estado Parte, en el pasado no ha cumplido sus funciones y tareas.” 19 
 
16. No hay requisitos legales para que todas las personas indígenas que sean 
miembros de su pueblo y/o territorio puedan participar en las ADIs y en algunos 
casos éstas operan con menos del 20 por ciento de afiliados de la comunidad. En 
algunos casos, personas no indígenas han asumido posiciones de autoridad en las 
ADIs y han actuado en detrimento de los pueblos indígenas, especialmente al 
transferir tierras a no indígenas. Como se discute posteriormente, en relación al 
pueblo Térraba, la ADI tiene el título de su territorio y el grupo que controla la ADI, 
rutinariamente toma decisiones sin informar al pueblo y en algunos casos el 
presidente toma decisiones sin siquiera consultar al resto de la junta directiva de la 
ADI. Las solicitudes de información presentadas por los miembros de la comunidad 
indígena acerca de las decisiones tomadas por la ADI de Térraba son continuamente 
ignoradas. 

 
17. Con una importante excepción, cuando el Estado consulta con los pueblos 
indígenas lo hace a través de las ADIs, lo cual es equivalente a consultar al mismo 
Estado dado que las ADIs son gobiernos locales que reportan y son parte del 
Gobierno Central.20 Por ejemplo, se conoce que el Estado ha tomado ciertos acuerdos 
con la ADI en Térraba en relación a la Represa del Diquís, pero la naturaleza y 
alcance de estos se desconcen y las solicitudes de saber acerca de estos acuerdos, si 
existen, han sido ignoradas. De igual manera, al presentar solicitudes de 
financiamiento al Fondo para Reducir Emisiones de Carbono mediante la Protección 
de los Bosques del Banco Mundial, que puede tener impactos significativos en los 
pueblos indígenas, el Estado solamente está consultando a las ADIs.21 De Nuevo, esto 
                                                
18  See inter alia ‘Indigenous Peoples Sidelined in Plans for Dam’, IPS 27 May 2009. Available at: 

http://ipsnews.net/news.asp?idnews=47000.  
19   Costa Rica: CERD/C/CRI/CO/18, 17 August 2007, at para. 10. 
20   The exception is the process for the elaboration of the Bill for Autonomous Development of 

Indigenous Peoples. In this process, indigenous peoples participated in ‘Assemblies’ in each of the 
twenty four indigenous territories; and only indigenous persons could elect their representatives to 
elaborate and negotiate the text of the bill. The elections were monitored and verified by an 
indigenous organization and organized with representatives of the Ombudsman, the Legislative 
Power and the Supreme Elections Court. The members of each territory were previously informed 
about the election process and all members above 18 years could vote.  This stands in stark contrast 
to the normal process of only consulting with the ADIs. 

21   Readiness Preparation Proposal, Submitted to the World Bank FCPF, Government of Costa Rica, 
June 2010, p. 15 (stating that consultations have taken place with the ADIs “representing the 



es, en esencia, el Estado consultando otras agencias del Estado y le niega el derecho a 
los pueblos indígenas a nombrar libremente sus propios representantes, a través de 
sus propios procedimientos, con el fin de participar en decisiones cruciales 
relacionadas con sus territorios.22 
 
18.  Los pueblos indígenas, incluyendo el pueblo Térraba, han cuestionado la 
imposición y operación de las ADIs en sus territorios argumentando una negación de 
su derecho al autogobierno a través de sus propias instituciones y a la gobernanza de 
sus tierras y comunidades. Esto incluye quejas por parte de indígenas de la 
comunidad a quienes les fue negada su afiliación a la ADI y se cuestiona la validez del 
sistema de ADIs en relación a los derechos de los pueblos indígenas. En relación al 
primer punto, la Corte Suprema ordenó a la ADI a admitir a los indígenas como 
afiliados. Sin embargo, en el último caso, las acciones presentadas fueron negadas 
por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, que mantiene que a pesar 
de que las ADIs no son las ideales en el contexto indígena, son las únicas viables bajo 
la legislación existente.23 El caso presentado por los miembros del pueblo Térraba 
cuestiona que las ADIs  son incompatibles con los derechos de los pueblos indígenas 
tuvo admisibilidad, sin embargo, está pendiente en la Sala IV.  

 
19. Debido a la ausencia de remedios judiciales efectivos para atender la 
imposición de las ADIs, los pueblos indígenas han buscado como atender y corregir 
esta situación (así como la invasión y expropiación de sus tierras) a través de 
legislación.24  Esto llevó a la redacción y negociación, por un período de más de 7 
años, el Proyecto de Ley de Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas (“Proyecto 
de Autonomía”), que se presentó por primera vez al debate en la Asamblea Legislativa 
en 1995.  Este fue modificado y reconsiderado por la Asamblea Legislativa en el 2002. 
Como observó el Comité en ese mismo año, el Proyecto de Autonomía está “dirigido a 
dar plena autonomía a los pueblos indígenas y reconocer su derecho al disfrute de sus 
propias culturas, así como el derecho de administrar sus territorios.” Si se adopta y es 
efectivamente implementado, esta ley podría ayudar a corregir los problemas que han 
afectado a los pueblos indígenas en Costa Rica, incluyendo el pueblo Térraba.  

 
20. Sin embargo, el Comité también observó en el 2007, que “debido a obstáculos 
de orden legislativo, el proyecto de Ley de desarrollo autónomo de los pueblos 
indígenas no ha sido aprobado, pese a la recomendación formulada en sus 
observaciones finales de 2002.” 25 Agrega que “le preocupa que dicho proyecto de ley 
pueda ser nuevamente archivado. “ y exhorta a Costa Rica “a que elimine cuanto 
antes los obstáculos legislativos que impiden la aprobación del proyecto de Ley”. 26 
Las organizaciones peticionarias observan que el Proyecto de Ley pierde fuerza en la 
Asamblea Legislativa, a pesar de que hay algunos esfuerzos encaminados a debatir 
                                                                                                                                       

interests of the indigenous peoples”). Available at: 
http://www.forestcarbonpartnership.org/fcp/sites/forestcarbonpartnership.org/files/Documents/
PDF/Jun2010/ENGLISH-R-PP_Template_COSTA_RICA_14_June_2010.pdf.  

22   Article 18 of the 2007 Declaration on the Rights of Indigenous Peoples provides that “Indigenous 
peoples have the right to participate in decision-making in matters which would affect their rights, 
through representatives chosen by themselves in accordance with their own procedures as well as to 
maintain and develop their own indigenous decision-making institutions.”  See also ILO Convention 
No. 169, Article 6. 

23   In May 2003 the Supreme Court ordered the State to provide indigenous peoples with adequate 
instruments to guarantee their right to participate in decision-making processes and to organize in 
elective institutions, administrative and other organizations responsible for policies and 
programmes of their concern.   

24  The Human Rights Committee has previously acknowledged the absence of effective remedies by 
which indigenous peoples may seek protection for their rights in Costa Rica. See Costa Rica. 
08/04/99. CCPR/C/79/Add.107, at para. 21 (stating that the Committee “remains concerned at the 
lack of effective remedies for indigenous people in Costa Rica”). 

25   Costa Rica: CERD/C/CRI/CO/18, 17 August 2007, at para. 9. 
26  Id. 



esta ley con miras a su adopción o que sea archivada. Mientras tanto, los derechos de 
los pueblos indígenas siguen siendo violados y éstos se mantienen impunes y su 
integridad cultural y territorial se socava y es amenazada por la invasión y alienación 
ilegal de sus tierras así como la extracción de recursos y los proyectos de 
infraestructura que se están dando sin respetar sus derechos y sin su consentimiento 
previo, libre e informado.  

 
B. Ochenta y Ocho Por Ciento de las Tierras Tituladas son Poseídas por 

Personas No-Indígenas y les han Negado cualquier Seguridad de 
Tenencia y Seguridad sobre sus Medios de Subsistencia.  

 
21. El marco legal descrito anteriormente ha llevado a una situación donde al 
pueblo Térraba le han negado una posesión y seguridad efectiva tanto sobre sus 
tierras tradicionales como sobre las tierras que fueron tituladas a ellos por el Estado. 
A los Térraba, les han negado su derecho a “controlar, administrar y distribuir 
efectivamente”  su territorio de acuerdo a sus propias costumbres y tradiciones27  y a 
través de sus propias instituciones por la imposición de los gobiernos locales que 
frecuentemente no permiten la participación efectiva de los pueblos indígenas en la 
gobernanza de sus territorios.28 De hecho, la situación de los Térraba es emblemática 
de la situación que se da a nivel nacional y es un ejemplo extremo de este problema 
(esto no significa que sea el caso más extremo).  
 
22.  El pueblo Térraba fue uno de los primeros pueblos indígenas a los cuales se 
les asignó una reserva indígena a través de la legislación de Costa Rica. En 1956, les 
dieron el título a parte de su territorio tradicional, correspondiente a 9355 hectáreas 
(ver Anexo 2, Imagen 2, mapa de los territorios indígenas).29   En el 2004, este título 
fue modificado y reducido considerablemente, sin ninguna notificación o consulta, 
sacando el Río General, caminos, las tierras o lotes utilizados para los servicios del 
Estado (por ejemplo las escuelas) y las nacientes de agua. Unilateralmente, todas 
éstas fueron declaradas propiedad del Estado, causando la fragmentación del 
territorio en una serie de bloques discretos. El título fue re-emitido y entregado a la 
ADI en el 2004 sin ninguna consulta al pueblo en general.  

 
23. Actualmente, cerca del 90 por ciento del área titulada está ocupada 
ilegalmente por personas no indígenas con aprobación tácita o formal  del Estado, 
tanto el gobierno central como la ADI. Algunas de estas propiedades (por ejemplo 
fincas) son de gran extensión por lo que pocos individuos tienen una gran área del 
territorio titulado del pueblo Térraba. Algunas personas han establecido negocios, 
incluyendo bares que venden abiertamente alcohol a pesar de que esto es ilegal en el 
marco de la Ley Indígena. Incluso las tierras que han sido compradas a poseedores 
ilegales por parte del Estado para ser devueltas al pueblo Térraba han sido 

                                                
27  Saramaka People v. Suriname, Judgment of the Inter-American Court of Human Rights, 28 

November 2007. Ser c No. 172, at para. 194 (ordering that recognition of the Saramaka people’s 
territorial rights must include recognition of “their right to manage, distribute, and effectively 
control such territory, in accordance with their customary laws and traditional collective land 
tenure system”). 

28   See Articles 4, 18 and 19 of the 2007 Declaration on the Rights of Indigenous Peoples. See also 
Yatama v. Nicaragua, Judgment of the Inter-American Court of Human Rights, 23 June 2005. 
Series C No. 127, at para. 229 (finding violations of the right to political participation and the 
prohibition of racial discrimination because Nicaragua’s Election Law forced Yatama, an 
indigenous institution, to adopt a structure that was alien to indigenous peoples’ customs and 
traditions and, thus, it constituted a discriminatory impediment to equal participation in the 
elections.  The Court determined that the universal rights of equality and political participation give 
rise to an obligation on the state to adopt affirmative and differentiated measures to guarantee the 
participation of indigenous groups under conditions of equality and to take into consideration their 
customary forms of organization). 

29  Decree No. 34, 1956: Demarcation of the First Indigenous Reserves. 



transferidas de vuelta a no indígenas. Esto se ha realizado por parte de la ADI sin 
ninguna participación significativa del pueblo.  

 
24. Esta invasión masiva sobre las tierras tituladas y no tituladas del pueblo 
Térraba ha generado conflicto y desconfianza entre las personas indígenas y no 
indígenas. La razón principal por la cual este conflicto no se ha manifestado en 
incidentes serios es porque los Térraba se han convertido en una minoría pequeña 
dentro de sus propias tierras y están inhibidos de manifestar muchas de estas 
preocupaciones. Las personas que controlan la ADI no han hecho nada para atender 
estas preocupaciones. Al contrario, la ADI continúa permitiéndole a más personas no 
indígenas a adquirir tierras dentro del territorio Térraba y no es abierto y 
transparente acerca de la toma de decisiones en ese sentido. Inclusive, grupos 
comunitarios han demostrado que la corrupción y el interés propio son las 
principales motivaciones de la ADI.  

 
25. El Comité tiene conocimiento de esta situación y ha expresado su 
preocupación acerca de la ocupación ilegal de tierras indígenas en Costa Rica en más 
de una ocasión. Sus observaciones finales del 2007 reiteran las preocupaciones 
manifestadas en el 2002,30 por ejemplo, expresan que 

 
Aunque observa que la legislación nacional protege el derecho de los pueblos 
indígenas a la tenencia de sus tierras, al Comité le inquieta que este derecho no esté 
garantizado en la práctica. El Comité comparte la preocupación del Estado Parte 
ante el proceso de concentración de tierras indígenas en manos de pobladores no 
indígenas. 

 
El Comité insta al Estado Parte a redoblar sus esfuerzos para garantizar el 
derecho de los pueblos indígenas a la tenencia de la tierra. El Estado Parte 
debería tomar las medidas necesarias para llevar a efecto el fallo de la Sala 
Constitucional (Voto 3468-02) a fin de que se delimiten las tierras de las 
comunidades de Rey Curré, Térraba y Boruca y se recuperen los terrenos 
indígenas indebidamente alienados (inciso v) del apartado d) del artículo 5). 31 

 
26. A pesar de estas recomendaciones, que mencionan a  Térraba como atención 
prioritaria, y obligaciones internacionales bien establecidas regional y 
universalmente en instrumentos y jurisprudencia de derechos humanos, Costa Rica 
permite que continúe la ocupación ilegal de tierras indígenas. También, la aprobación 
del Proyecto de Desarrollo Autónomo, que incluye la provisión para el 
establecimiento de un fondo para la expropiación de las tierras ocupadas ilegalmente 
y regresarlas a los pueblos indígenas, continúa siendo obstruido por poderosos 
intereses en la Asamblea Legislativa y en otros lugares y está en riesgo de ser 
archivado permanentemente este año.  
 
27. La invasión masiva, notoria y sin mitigación de las tierras del pueblo Térraba 
es, por si sola, razón suficiente para que el Comité la considere bajo su procedimiento 
de alerta temprana y acción urgente. Además, amenaza inminente de la inundación 
permanente de al menos diez por ciento de la áreas tituladas por la represa del 
Diquís, los cambios demográficos masivos que se darán por la migración de 
trabajadores y sus familias al sitio de la represa y la continua negación de Costa Rica 
                                                
30   Costa Rica: 20/03/2002. CERD/C/60/CO/3, at para. 11 (expressing concern about “Problems of 

ownership of land; that land has reportedly been appropriated by migrants and transnational 
enterprises” and recommending that “the State party undertake the necessary measures to protect 
indigenous lands from being invaded and to enable the restitution of those lands that have been 
occupied by non-indigenous persons”). 

31   Costa Rica: CERD/C/CRI/CO/18, 17 August 2007, at para. 15. 



de involucrar a los Térraba en la toma de decisiones acerca de este proyecto, esta 
situación se torna más urgente y obligatoria. Asimismo, el pequeño número de 
personas Térraba y la pérdida permanente de cientos de sitios de gran importancia 
para su identidad, integridad cultural y libertad espiritual, causarán daños 
irreparables a su capacidad de sobrevivir como un pueblo distintivo, son factores 
agravantes. Al sumar todos estos factores, se invita y se exige una acción y escrutinio 
internacional.  

 
C. La Represa del Diquís: Una Amenaza de Daño Irreparable al pueblo 

Térraba y Violaciones de los Derechos de los Pueblos Indígenas 
 
28. La propuesta del Proyecto Hidroeléctrico el Diquís, es una reformulación 
hecha en el 2004 del proyecto hidroeléctrico Boruca-Cajón el cual ha estado en 
consideración desde los 1970s, pero fue rechazado por la inaceptabilidad de sus 
impactos ambientales y sociales. Para generar 631 megavatios de potencia, el Diquís 
tendrá una represa entre 5,494 or 14,69132 hectáreas; requiere de un túnel de 13 
kilómetros de largo, a través de la Fila Brunqueña, dirigido a la casa de máquinas, 
requiere desplazar alrededor de 1oo0 personas no indígenas, requiere inundar 
alrededor de 108 sitios arqueológicos, muchos de los cuales son de gran importancia 
para los Térraba; y costará alrededor de dos mil millones de dólares.33 La represa 
estará ubicada en el principal río tributario del río Térraba, el Río General, la represa 
y el embalse estarán ubicados parcialmente en las tierras tituladas del pueblo 
Térraba. El río es de importancia cultural y espiritual para el pueblo Térraba, así 
como una serie de cuevas a lo largo del río que podrán ser inundadas. Además de 
Térraba, el proyecto también afectará al pueblo Cabécar de China Kichá (más del 92 
por ciento de sus tierras tituladas están en manos de no indígenas), 34  y tendrá un 
impacto indirecto sobre los pueblos Brunka, Bribri y Ngöbe, los cuales “en conjunto 
representan alrededor de la mitad de la población indígena de Costa Rica”. 35  
 
29. La represa es responsabilidad del Instituto Costarricense de Electricidad 
(“ICE”), entidad estatal autónoma establecida por ley y reporta a la oficina del 
Presidente. El mandato del ICE es desarrollar los recursos energéticos, en especial la 
energía hidroeléctrica para promover el bienestar del pueblo costarricense. 36 El 
proyecto de la Represa del Diquís, en especial, ha ganado impulso con la ratificación 
del Tratado de Marco del Mercado Eléctrico de América Central a través del cual el 
ICE puede vender energía eléctrica a otros países de Centro América a través del 
Sistema de Interconexión Eléctrica para América Central (SIEPAC). 37 
 
30.  El ICE ha iniciado lo que describe como estudios de factibilidad y de impacto 
de la represa del Diquís.38 Como se menciona anteriormente, a la fecha ha realizado 

                                                
32  Instituto Costarricense de Electricidad, Ubicación del Proyecto Hidroeléctrico Boruca, Opciones de 

Embalse Cajón y Veraguas. SIG PH Boruca, 2004 
33   Inter-American Development Bank, Costa Rica, Estudios Complementarios Proyecto 

Hidroeléctrico El Diquís (Antes Boruca-Veraguas), CRT-T1017, 2006  
34   This is not further addressed here because the Térraba have not yet been able to fully discuss these 

issues with those peoples. 
35  World Directory of Minorities and Indigenous Peoples: Costa Rica. Minority Rights Group 

International, June 2008. Available at: http://www.minorityrights.org/4109/costa-
rica/indigenous-peoples.html.   

36   Junta Fundadora de la Segunda República de Costa Rica, “Ley N°449 – Reglamento para la 
Creación del Instituto Costarricense de Electricidad.”  

37   M. Barboza, Propuesta metodológica para conocer la posición de la comunidad de Potrero Grande 
ante el Proyecto Hidroeléctrico Boruca. Universidad de Costa Rica, Facultad de Ciencias 
Económicas. San José, Costa Rica. 2002.  

38  See http://www.iadb.org/projects/project.cfm?id=CR-T1017&lang=en (containing a summary of 
studies financed by the Inter-American Development Bank in relation to the Diquis dam).  It is 



trabajos más allá de los estudios, ya ha construido una serie de caminos y otra 
infraestructura, incluyendo el uso de dinamita para la excavación de túneles, y se han 
dado concesiones dentro de las tierras no tituladas de los Térraba para extraer 
materiales de construcción que serán utilizados para construir la represa. Otras 
concesiones han sido otorgadas poniendo mayor presión sobre los Térraba y el resto 
de sus tierras. Es evidente, el ICE ha iniciado la construcción de la represa a pesar de 
que aún debe completar los estudios de factibilidad e impacto ambiental, y a pesar de 
que no se hicieron estudios de impacto ambiental en relación a la infraestructura 
anteriormente descrita (si éstos se han realizado, la información no se ha puesto a 
disposición del público).  
 
31. El 6 de febrero del 2008, el Presidente de Costa Rica emitió un decreto 
declarando la represa del Diquís, sus estudios y líneas de transmisión de ser “De 
Conveniencia Nacional e Interés Público”, dándole la prioridad más alta para los 
permisos de ambientales y otros. 39  Los Térraba no fueron consultados acerca de este 
decreto y el Estado, a la fecha, rechaza acceder a sus solicitudes de participar en la 
toma de decisión, porque sostiene, que la consulta no es necesaria en esta etapa del 
proyecto.40  De acuerdo al ICE, “durante esta etapa, el trabajo realizado es de 
informar acerca de las generalidades del proyecto, la consulta, negociación o 
cualquier otra etapa se realizará eventualmente.”41 También, repetidamente, ha dicho 
a los miembros de la comunidad que las perspectivas que expresen durante una 
eventual consulta “no son vinculantes”, despertando preguntas si las perspectivas del 
pueblo Térraba serán tomadas en consideración del todo.  

 
32. Un estudio publicado por la Universidad de Pennsylvania reafirma el rechazo 
que del ICE al derecho de los pueblos indígenas a participar en la toma de decisiones 
con respecto al Proyecto el Diquís.42observa lo siguiente:  

 
Socialmente, el plan tiene mayores problemas y obstáculos que resolver [que 
las problemas ambientales]. Hay una gran oposición a lo largo del país. … En 
respuesta a estos asuntos sociales, el ICE ha creado un grupo de trabajo 
responsable de manejar los conflictos sociales asociados a la construcción de 
la represa. Es interesante notar que no hay precedente para este tipo de 
iniciativa en los muchos años y represas que han construido y operado en 

                                                                                                                                       
troubling that a report on these studies identifies the main risk of the project as “the likelihood of 
the studies finding that the project is not economically and financially viable. This risk is considered 
low, given that, as previous studies have concluded, Costa Rica and Central America offer very 
favorable conditions for construction of a hydroelectric plant of this size.”  No mention is made of 
the potential social viability of the project.  See Supplemental Studies for the El Diquis 
(Boruca/Veraguas) Hydroelectric Project (CR-T1017), Inter-American Development Bank, 30 
January 2007, at p. 11, sec. 4.4. Available at: 
http://idbdocs.iadb.org/wsdocs/getdocument.aspx?docnum=887211.  

39   Decreto N°34312, Declara de Conveniencia Nacional e Interés Público los estudios y las obras del 
Proyecto Hidroeléctrico El Diquís y sus obras de transmisión, en adelante el Proyecto, las que 
serán construidas por el Instituto Costarricense de Electricidad, 2008. 

40  In this respect, Article 19 of the UN Declaration on the Rights of Indigenous Peoples provides that: 
“States shall consult and cooperate in good faith with the indigenous peoples concerned through 
their own representative institutions in order to obtain their free, prior and informed consent before 
adopting and implementing legislative or administrative measures that may affect them.” 

41   Indígenas piden consulta sobre proyecto hidroeléctrico Diquís, 8 October 2008. Available at: 
http://www.redlar.org/noticias/2008/10/8/Noticias/Indigenas-piden-consulta-sobre-proyecto-
hidroelectrico-Diquís.  

42  D. Moscovici & C. Wenger, ‘Planning for Scale. Plan Puebla Panama and the Diquis Hydroelectric 
Project’, Panorama, University of Pennsylvania 2009, at p.63. Available at: 
http://www.design.upenn.edu/files/panorama08-13_Moscovci.pdf. 



Costa Rica, esto sugiere que la intensidad de los conflictos actuales es 
particularmente alta.43 

 
Continúa: 

El grupo de trabajo social del ICE mantiene que los grupos indígenas han 
acordado al nuevo plan; sin embargo, los nativos han tenido una serie de 
protestas en contra de los proyectos. En otro frente, las preguntas de 
corrupción han salido a la luz durante las discusiones de la compra de tierras. 
Muchas de las tierras indígenas han cambiado de dueño ilegalmente a través 
de los años y ahora no indígenas han comprado estas propiedades de manera 
ilegal. Por lo tanto, mucha de la tierra que el ICE necesita comprar para el 
proyecto es reclamada y está en propiedad de no indígenas; entonces el ICE 
no ve conflicto indígena. .44 

  
33. En otras palabras, el ICE está reclamando que al estar mucha de la tierra que 
será afectada, a pesar de que está en un territorio indígena, (ilegalmente) poseída por 
personas no indígenas, el problema no debería ser caracterizado como un asunto 
indígena, activando las obligaciones para asegurar la participación efectiva de los 
pueblos indígenas. El argumento del ICE falla precisamente porque las tierras y 
recursos que serán directa e indirectamente afectadas son tierras poseídas 
tradicionalmente por los pueblos indígenas, incluyendo áreas sobre las cuales tienen 
un título. Además, este argumento por si solo, da un perverso incentivo para mayor 
alienación de tierras indígenas que irracionalmente privilegia los intereses de las 
personas no indígenas y el Estado sobre estos pueblos indígenas y castiga a los 
pueblos indígenas por los actos y omisiones que el Estado ha cometido que han 
violado sus derechos por décadas.  
 
IV. Legislación Aplicable 
 
34. En contraste a lo anteriormente descrito, el Comité ha observado en repetidas 
ocasiones que los Estados parte de la Convención (ICERD) tienen la obligación no 
solamente de consultar con los pueblos indígenas, sino que también deben obtener su 
consentimiento informado con respecto a cualquier decisión que pueda afectar 
directamente sus derechos. 45  El Comité ha destacado este requisito en relación con 
la construcción de represas en territorios indígenas, incluido bajo su procedimiento 
de acción urgente y alerta temprana.46   En mayo del 2010, por ejemplo, le recordó a 
un estado parte acerca de la importancia de “obtener el consentimiento previo, libre e 
informado de los pueblos indígenas… en relación con cualquier medida o proyecto 
que pueda afectar su sustento,” en especial con respecto a los planes de construir 
represas que han sido autorizados por decretos legislativos. 47 El consentimiento de 
los Térraba se requiere también en relación a sus derechos culturales y de credo 

                                                
43  Id. at p. 65 (footnotes omitted). 
44  Id. at 65-6 (footnotes omitted). 
45  Inter alia, General Recommendation No. XXIII on Indigenous Peoples (1997), para. 4(d); and 

Ecuador, 21/03/2003, CERD/C/62/CO/2, at para. 16 (observing “that merely consulting these 
communities prior to exploiting the resources falls short of meeting the requirements set out in the 
Committee's general recommendation XXIII on the rights of indigenous peoples. The Committee 
therefore recommends that the prior informed consent of these communities be sought, and that 
the equitable sharing of benefits to be derived from such exploitation be ensured”). 

46  Inter alia, India, 05/05/2007, CERD/C/IND/CO/19, at para. 19 (stating that the India must “seek 
the prior informed consent of communities affected by the construction of dams in the Northeast or 
similar projects on their traditional lands in any decision-making processes related to such 
projects…”). 

47  Communication adopted under the urgent action and early warning procedure: Brazil, 
31/05/2010, at p. 2. Available at: 
http://www2.ohchr.org/english/bodies/cerd/docs/early_warning/Brazil31052010.pdf.  



protegidos por el Artículo 27 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

48  
 
35. Asimismo, el fallo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos – con 
sede en Costa Rica – en el caso del Pueblo Saramaka v. Surinam es directamente 
relevante y contiene requisitos detallados que le incumben a Costa Rica como parte 
de la Convención Americana de Derechos Humanos. Esto incluye la obligación de 
obtener el consentimiento del pueblo Térraba para cualquier “proyecto a gran escala 
que pueda afectar la integridad de sus tierras y recursos.” 49  El término “integridad” 
se define en la mayoría de los diccionarios como “la cualidad de ser íntegro, completo 
y sin dividir.” La Represa del Diquís inundará permanentemente al menos el diez por 
ciento del territorio titulado del pueblo Térraba y afectará la integridad de sus tierras 
y recursos. Estas normas de legislación vinculante son reafirmados en el Artículo 
32(2) de la Declaración de la ONU sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, que 
enfatiza la necesidad de obtener el consentimiento de los pueblos indígenas en 
relación con la explotación de sus recursos hídricos.50   
 
36. La Corte Interamericana también sostuvo en el caso del Pueblo Saramaka 
que la legislación de derechos humanos requiere mucho más que una simple 
declaración que un proyecto será de interés nacional antes de que un estado pueda 
autorizar un proyecto que pueda restringir los derechos de los pueblos indígenas.51  Al 
contrario, además de demostrar que el proyecto es necesario y proporcional, la Corte 
requiere que el proyecto o inversión propuesta no puede amenazar la supervivencia 
de los pueblos indígenas, la cual se entiende como su “habilidad de “preservar, 
proteger y garantizar la relación especial que tienen con su territorio”, para que “ellos 
puedan continuar viviendo su estilo de vida tradicional y que su identidad cultural 
distintiva, estructura social, sistema económico, costumbres, creencias y tradiciones 
sean respetadas, garantizadas y protegidas””. 52 

 
37.  Dada la magnitud de los potenciales impactos sobre el pueblo Térraba, 
particularmente la pérdida de un gran número de cementerios, sitios sagrados y de 
vital importancia cultural que son descritos por la comunidad como “pilares de su 
identidad”, es difícil ver, al menos sin un acuerdo con el pueblo Térraba, como 
pueden ellos mantener su relación especial con su territorio y como su identidad 
distintiva, etc., pueda ser respetada, garantizada y protegida en el contexto de la 
Represa del Diquís de la manera en la que es propuesta actualmente. De nuevo, el 

                                                
48  Angela Poma Poma v. Peru, CCPR/C/95/D/1457/2006, 24 April 2009, at para. 7.6 (holding that 

“the admissibility of measures which substantially compromise or interfere with the culturally 
significant economic activities of a minority or indigenous community depends on whether the 
members of the community in question have had the opportunity to participate in the decision-
making process in relation to these measures and whether they will continue to benefit from their 
traditional economy. The Committee considers that participation in the decision-making process 
must be effective, which requires not mere consultation but the free, prior and informed consent of 
the members of the community”). 

49  Saramaka People v. Suriname. Interpretation of the Judgment on Preliminary Objections, Merits, 
Reparations and Costs. Judgment of 12 August 2008. Series C No. 185, at para. 17. Available at: 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_185_ing.pdf (explaining that the “tribunal 
has emphasized that when large-scale development or investment projects could affect the integrity 
of the Saramaka people's lands and natural resources, the state has a duty not only to consult with 
the Saramaka's, but also to obtain their free, prior and informed consent in accordance with their 
customs and traditions”). 

50  Article 32(2) provides that “States shall consult and cooperate in good faith with the indigenous 
peoples concerned through their own representative institutions in order to obtain their free and 
informed consent prior to the approval of any project affecting their lands or territories and other 
resources, particularly in connection with the development, utilization or exploitation of their 
mineral, water or other resources.” 

51  Saramaka People, at para. 129-134. 
52  Saramaka People v. Suriname. Interpretation Judgment, at para. 37. 



pequeño número restante de personas Térraba, el daño causado anteriormente que 
ha afectado su integridad cultural por años de políticas de asimilación y negligencia, y 
su situación de tenencia de tierra tan precaria, todos deben ser analizados en 
conjunto.  

 
38. En las palabras del Comité de Derechos Humanos, el proyecto también “debe 
respetar el principio de proporcionalidad para no poner en peligro la supervivencia 
de la comunidad y de sus miembros.” 53  Es altamente cuestionable si este principio se 
puede adherir dado el potencial impacto extremo y el efecto desproporcionado que 
éste tendrá sobre el pueblo Térraba. En primer lugar, sin ningún acuerdo con los 
Térraba, los impactos negativos sobre los Térraba parece tener mucho más peso que 
los potenciales beneficios que pueden adquirir a través de empleo y más servicios. 
Asimismo, los Térraba sufrirán la gran mayoría de los daños mientras que otros 
recibirán la mayoría de los beneficios. Además, la represa estará ubicada en un lugar 
cuyo impacto sobre los derechos humanos de los Térraba pareciera ser extremo. Así, 
no está claro que el Estado haya buscado elegir los medios menos intrusivos desde 
una perspectiva de derechos humanos o haya elegido alternativas viables que no 
tendrán  impacto o un menor y consensuado impacto en los Térraba.54    

 
39. Con el fin de asegurar la “supervivencia como un pueblo indígena”, se 
requiere que el Estado asegure su participación efectiva en la toma de decisiones; 
asegure una distribución de beneficios razonable; y requiere un estudio de impacto 
ambiental y medidas de mitigación efectivas llevado a cabo por una entidad 
independiente. Si un proyecto lleva a una negación de “tradiciones, costumbres de 
manera que peligre la supervivencia de un pueblo y sus miembros” este proyecto, por 
lo tanto, no es permisible bajo sistema interamericano de derechos humanos. 55 Lo 
mismo aplica al caso de la jurisprudencia del Comité de Derechos Humanos.56 

 
40. El Comité de Derechos Humanos también se ha referido a las obligaciones de 
los estados en materia de derechos humanos con respecto a las represas. En 1999 por 
ejemplo, observó que debido a la importancia cultural que constituye la vegetación de 
un valle de río en particular, su inundación junto con la reubicación y compensación 
no sería una manera adecuada de cumplir con el Artículo 27 del Pacto.57  Enfatizó que 
en este sentido, cuando se planean acciones que afecten los pueblos indígenas, los 
estados parte “deben poner atención especial a la sostenibilidad de la cultura 
                                                
53  Angela Poma Poma v. Peru, CCPR/C/95/D/1457/2006, 24 April 2009, at para. 7.6. 
54  The Inter-American Court holds that “the ‘necessity’ and, hence, the legality of restrictions … 

depend upon a showing that the restrictions are required by a compelling governmental interest. 
Hence if there are various options to achieve this objective, that which least restricts the right 
protected must be selected.” Herrera-Ulloa v. Costa Rica. Judgment of July 2, 2004. Series C No. 
107, at para. 121.  The Court has further explained that “Proportionality is based on the restriction 
being closely adjusted to the attainment of a legitimate objective, interfering as little as possible 
with the effective exercise of the restricted right.” Yakye Axa v. Paraguay. Judgment of June 17, 
2005. Series C No. 125, at para. 145.  The European Court of Human Rights has similarly ruled, 
stating that permits that restrict property rights “must not be issued if the public purpose in 
question can be achieved in a different way….”  Sporrong & Lonnroth v. Sweden, European Court of 
Human Rights, Judgment of 23 Sept. 1982, at §69. 

55  Id. at para. 128 (also stating that “under Article 21 of the Convention, the State may restrict the 
Saramakas’ right to use and enjoy their traditionally owned lands and natural resources only when 
such restriction complies with the aforementioned requirements and, additionally, when it does not 
deny their survival as a tribal people”). 

56  Angela Poma Poma v. Peru, at para. 7.6. 
57  See Chile. 30/03/99. CCPR/C/79/Add.104, at para. 22 (stating that the Committee is concerned by 

hydroelectric and other development projects that might affect the way of life and the rights of 
persons belonging to the Mapuche and other indigenous communities. Relocation and 
compensation may not be appropriate in order to comply with article 27 of the Covenant. Therefore: 
When planning actions that affect members of indigenous communities, the State party must pay 
primary attention to the sustainability of the indigenous culture and way of life and to the 
participation of members of indigenous communities in decisions that affect them”). 



indígena y su estilo de vida y la participación de los miembros de la comunidad en las 
decisiones que los afecten.” 58  Generalmente, en línea con el Comité, 59  el Comité de 
Derechos Humanos ha sostenido que las actividades que puedan comprometer los 
derechos culturales, de recursos o derechos relacionados de los pueblos indígenas no 
deben ser “atendidos en la base del beneficio económico para la mayoría de la 
población, o por darle al estado un “margen de apreciación” en la regulación de la 
actividad económica.60 

 
41. Con respecto a la participación efectiva, la Corte Interamericana sostuvo en el 
Pueblo Saramaka que la consulta debe iniciar en las primeras etapas del proyecto, 
deben ser realizadas de conformidad con las costumbres y tradiciones de los pueblos 
indígenas; deben emprenderse de buena fe y con el objetivo de lograr un acuerdo; y 
deben asegurar que los pueblos indígenas estén al tanto de los posibles riesgos, 
incluyendo riesgos ambientales y de salud, para que el proyecto propuesto sea 
aceptado con conocimiento y voluntariamente.61 La corte explicó en el caso de 
Yatama que los estados parte a la Convención Americana deben garantizar que los 
pueblos indígenas “puedan participar, en condiciones de igualdad en la toma de 
decisión de asuntos que los afecten o puedan afectar sus derechos y el desarrollo de 
sus comunidades … y que ellos deben ser capaces de realizarlo a través de sus propias 
instituciones de acuerdo a sus valores, usos, tradiciones y formas de organización…”62 

 
42. En el caso del pueblo Térraba, la consulta no ha iniciado en las primeras 
etapas del proyecto: de hecho, esto ha sido descartado explícitamente por el Estado, 
una perspectiva que ha sido apoyada por el poder judicial. También es cuestionable si 
el Estado está actuando de buena fe y con el objetivo de obtener un acuerdo, tomando 
en consideración que los Térraba han sido comunicados que los resultados de la 
consulta “no son vinculantes” antes de que la consulta se haya realizado. Estos 
pronunciamientos no crean una atmósfera que encamine a relaciones mutuas 
basadas en el respeto, más bien socavan la confianza de que el Estado quiere tratar 
con el pueblo Térraba adecuadamente. 
 
43. En relación a “quien” debe participar efectivamente en la toma de decisiones, 
la Corte Interamericana establece que, “Al declarar que la consulta debe hacerse “de 
conformidad con sus costumbres y tradiciones”, la Corte reconoce que es el pueblo 
[indígena], no el Estado, el que debe decidir cual persona o grupo de personas 
representará[n] el pueblo [indígena] en cada … proceso de consulta. ”63 El Estado 
debe consultar con esos representantes [indígenas]… Una vez realizada la consulta, el 
pueblo [indígena] informará al Estado sobre las decisiones tomadas, así como sus 
fundamentos.” 64  En relación al pueblo Térraba, a la fecha, la única discusión real 
acerca del proyecto se ha dado con la ADI y el pueblo Térraba ha sido negado su 
derecho de escoger sus propios representantes a través de los cuales participarán. 
Esto infringe los Artículos 6 y 15 del Convenio 169 de la OIT.  

 

                                                
58  Id. 
59  See Australia. CERD/C/AUS/CO/14, 14 April 2005, para. 16 (stressing “that the use by the State 

party of a margin of appreciation in order to strike a balance between existing interests is limited by 
its obligations under the Convention”). 

60  This is consistent with Article 46(2) of the UN Declaration on the Rights of Indigenous Peoples 
(providing that restrictions on indigenous peoples’ rights must be “non-discriminatory and strictly 
necessary,” and solely concern securing due recognition and respect for the rights of others or the 
“just and most compelling requirements” of democratic society”). 

61  Saramaka People, at para. 133. 
62  Yatama v. Nicaragua, Judgment of the Inter-American Court of Human Rights, 23 June 2005. 

Series C No. 127, para. 225. 
63  Saramaka People, Interpretation Judgment, at para. 18. 
64  Id. at para. 19. 



44. La Corte también falló que los estudios de impacto ambiental y social 
(“EIAS”) deben realizarse con el pleno respeto de las costumbres y tradiciones de los 
pueblos indígenas y de acuerdo con los estándares internacionales y mejores 
prácticas. En este sentido, se ha identificado que el estándar más apropiado es 
AKWÉ: KON Directrices voluntarias para realizar evaluaciones de las 
repercusiones culturales, ambientales, y sociales de proyectos de desarrollo que 
hayan de realizarse en lugares sagrados o en tierras o aguas ocupadas o utilizadas 
tradicionalmente por las comunidades indígenas y locales, o que puedan afectar a 
esos lugares.” 65 Las Directrices de Akwé:Kon fueron desarrolladas por los Estados 
parte de la Convención sobre la Diversidad Biológica, una convención vigente para 
Costa Rica, para facilitar “el desarrollo e implementación de sus regímenes de 
estudios de impacto ambiental.”66 Las directrices aplican para “proyectos de 
desarrollo que hayan de realizarse en lugares sagrados o en tierras o aguas ocupadas 
o utilizadas tradicionalmente las comunidades indígenas y locales.” 67  

 
45. Finalmente, la Corte Interamericana observó que el “propósito de los EIAS no 
es solamente tener una medición objetiva de los potenciales impactos sobre la tierra y 
el pueblo, pero también … “para asegurar que los miembros del pueblo Saramaka 
estén al tanto de los posibles riesgos … de manera que el plan de desarrollo o 
inversión sea aceptado con conocimiento y voluntariamente”.”68 La corte vincula el 
requisito de los EIAS previos como la obligación del Estado de garantizar la 
participación efectiva de los pueblos indígenas en decisiones acerca de proyectos o 
inversiones que los afecten.69 Es importante destacar que la Corte también explica 
que los EIAS necesitan tratar el “impacto acumulado de los proyectos existentes y 
propuestos. Esto permite una evaluación más exacta acerca de los efectos 
individuales o acumulados sobre actividades existentes o futuras que pudieran 
comprometer la supervivencia del pueblo indígena o tribal.” 70 

 
46. En vez de cumplir con las normas anteriores, Costa Rica ha fallado en dar el 
espacio para la participación efectiva de los pueblos indígenas en relación con los 
EIAS y los estudios de factibilidad. Si se determina que la Represa del Diquís puede 
afectar la supervivencia del pueblo Térraba como pueblo indígena al comprometer su 
capacidad de “preservar, proteger y garantizar la relación especial que tienen con su 
territorio”, el proyecto no es permitido bajo las normas de derechos humanos 
interamericanas y universales. Esto debería ser parte de los estudios de factibilidad y 
los EIAS y no pueden ser evaluados adecuadamente sin la participación efectiva de 
los pueblos indígenas. En este sentido los Térraba han sido negados este derecho. 
Tampoco está claro, y es improbable, que Costa Rica esté utilizando las Directrices de 
Akwé:Kon como los estándares internacionales y buenas prácticas con respecto a la 
realización de los EIAS. Sin embargo, se sabe que el EIAS no está realizando con el 
pleno respeto de las costumbres y tradiciones del pueblo Térraba, como fue ordenado 
por la Corte, ya que, a la fecha, no ha habido consulta con los Térraba en ese sentido.  
 
V. Conclusión y Solicitud 
 
 
47. El pueblo indígena Térraba está siendo amenazado con daño irreparable si su 
derecho a la participación efectiva y a dar su consentimiento previo, libre e informado 
siga siendo ignorado por Costa Rica en relación con el la Represa del Diquís. Este 

                                                
65  See http://www.cbd.int/doc/publications/akwe-brochure-en.pdf.  
66  Id. at p. 5. 
67  Id. 
68  Saramaka People, Interpretation Judgment, at para. 40. 
69  Id. at para. 41. 
70  Id. 



daño es inminente y atribuible a los actos pasados y presentes y omisiones del Estado 
costarricense que sustancialmente comprometen una serie de derechos que son 
fundamentales a la integridad cultural y a la supervivencia del pueblo Térraba. 
 
48. La amenaza del daño irreparable por la Represa del Diquís debe ser 
analizando más a fondo con el hecho que los Térraba son solamente alrededor de 750 
personas y sus derechos son ignorados con impunidad por décadas. Su territorio ha 
sido invadido y ocupado ilegalmente por no indígenas, actualmente los Térraba solo 
poseen alrededor del doce por ciento del área titulada. Una de sus principales 
comunidades está fuera del área titulada y se dieron concesiones de extracción de 
recursos en sus tierras. La represa del Diquís inundará un 10 por ciento de su 
territorio titulado así como una serie de sitios de vital importancia para su identidad 
e integridad como una entidad cultural y territorial distintiva. Esta situación cumple 
plenamente los criterios para la consideración bajo el procedimiento de alerta 
temprana y acción urgente del Comité y requiere, urgentemente, atención 
internacional.  

 
49. En vista de lo anterior, las organizaciones peticionarias respetuosamente 
solicitan que el Comité: 

 
a. Considere la situación del pueblo Térraba bajo su procedimiento de alerta 

temprana y acción urgente en la 77° sesión.  
 

b. Recomiende que Costa Rica asegure la participación efectiva del pueblo 
Térraba y otros pueblos afectados en la toma de decisiones relacionados 
con todos los aspectos y etapas de la represa del Diquís, y que obtenga el 
consentimiento previo, libre e informado en relación a este proyecto;  

 
c. Recomiende que Costa Rica apoye inmediatamente al pueblo Térraba para 

que identifiquen libremente sus propios representantes, a través de 
procedimientos determinados por ellos mismos, con respeto a su derecho 
a la participación en los estudios de factibilidad y EIAS relacionados con la 
Represa del Diquís, y, si es necesario, en todas las siguientes fases de este 
proyecto; 

 
d. Además del punto c), recomienda que Costa Rica apoye y permita que los 

Térraba y otros pueblos indígenas afectados, en una forma acordada por 
ellos, a conducir sus propios estudios y establecer sus propios “paneles de 
expertos” para que puedan informar a sus propias comunidades acerca de 
la represa del Diquís, sus potenciales impactos y puedan participar 
efectivamente en la toma de decisiones en relación a la represa y sus obras 
relacionadas. Esto debe incluir el establecimiento de entrenamiento y 
otros programas para facilitar dicha participación efectiva y la creación de 
un fondo independiente que no esté relacionado con la ADI y sea accesible 
a los representantes libremente escogidos por los Térraba.  

 
e. recomiende que Costa Rica asegure que TODOS los sitios de importancia 

cultural, religiosa y espiritual de los Térraba sean protegidos 
efectivamente y controlados por el pueblo Térraba. 

 
f. recomiende que Costa Rica inicie inmediatamente el proceso  de asegurar 

los derechos del pueblo Térraba a su posesión efectiva y control y 
seguridad sobre sus tierras, territorios y recursos tradicionalmente 
poseídos, y asegure que la ADI de Térraba cese de alienar tierras Térraba y 
sea reemplazado por una entidad aceptable para todo el pueblo Térraba y 



a través de procedimientos aceptables para ellos. En especial que el el 
Comité recomiende que Costa Rica, en plena cooperación con los 
representantes libremente escogidos pos los Térraba, inicie y complete 
una adecuada delimitación y demarcación de las tierras tradicionalmente 
poseídas por los Térraba y corrija correspondientemente su título. Esto 
requiere, inter alia, la inclusión de Macho Monte entre las áreas tituladas 
de Térraba y la corrección de las medidas que resultaron en la 
fragmentación de sus tierras tituladas. A la luz del derecho de los pueblos 
indígenas a la personería jurídica colectiva, como pueblos, este título 
debería ser emitido y registrado a nombre de los Térraba y no de la ADI; 

 
g. recomiende que Costa Rica inmediatamente adopte el Proyecto de 

Desarrollo Autónomo como fue redactado posterior al proceso de consulta 
con los pueblos indígenas y se asegure que sea implementado en plena 
colaboración con los representantes indígenas libremente elegidos; y 
finalmente 

h. recomiende que Costa Rica no solo consulte con las ADIs en relación a su 
propuesta pendiente en el Fondo para Reducir Emisiones de Carbono 
mediante la Protección de los Bosques del Banco Mundial, pero también 
con los representantes libremente escogidos (por ejemplo de la misma 
manera que se consultó a los pueblos indígenas para la negociación del 
Proyecto de Desarrollo Autónomo; y, finalmente 

 



Anexo 1: Descripción de las Organizaciones Peticionarias  
 
 
Asociacion Cultural Indigena Teribe: es una organización indígena que trabaja 
en la promoción y la concientización sobre la defensa de los derechos de los pueblos 
indígenas. Desde 1990. Incluye lo de cultura, idioma, niños, mujeres, etc. Teléfono 
8874 5142, e-mail: aict_90@yahoo.es 
 
Asociacion de Mujeres Orcuo dBon (Mano de Tigre): es una organización de 
mujeres indígenas Térraba. Fundada en el 2003, promueve la participación política 
de las mujeres indígenas de Térraba en la toma de decisiones y la defensa sobre los 
derechos indígenas. Tel: 8858 0416. 
 
Museo Comunitario: una organización indígena fundada en el 2008 para dar a 
conocer y preservar la riqueza cultural del pueblo Térraba.  
Movimiento de Juventud Naso Lokes 
 
Enrique Rivera Rivera: Promueve la sensibilización y capacitación en la defensa 
de los derechos de los pueblos indígenas desde 1990. E-mail: aict_90@yahoo.es 
 
Kus Kura S.C.: es una organización indígena fundada en el 2002 que trabaja a nivel 
nacional y regional en Costa Rica y Centroamérica. Promueve los derechos de los 
pueblos indígenas, especialmente con la niñez y juventud que representan el 70% de 
la población indígena de la región. Dirección: 545-2070, Sabanilla, San José, Costa 
Rica. Tel (+506) 2225 6397, Fax (+506) 2280 4394, e-mail: info@kus-kura.org. 
 
Forest Peoples Programme: es una ONG interncional fundada en 1990, la cual 
apoya los derechos de los pueblos indígenas. Su objetivo es asegurar los derechos de los 
pueblos indígenas y otros pueblos, que viven en los bosques y dependen de estos para su 
sustento para controlar sus tierras y destinos. Dirección: 1c Fosseway Business Centre, 
Stratford Road, Moreton-in-Marsh GL56 9NQ, UK. Tel: (44) 01608 652893, Fax: (44) 
01608 652878, e-mail: info@forespeoples.org  
 
 
 
 
 
 



 

 
 

Anexo 2, Imagen 1: Territorios Indígenas de la Cuenca del 
Río Térraba. 
 
 



 
 
Anexo 2, Imagen 2: El mapa muestra (en azul) el Territorio Térraba y en verde (en la 
esquina superior izquierda) el territorio de China Kichá, que también será afectado. 
Las áreas sombreadas son las áreas que serán inundadas.  


